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Resumen 

La participación forzada e involuntaria de niños, niñas y adolescentes en el conflicto 
armado interno constituye una de las referencias más negativas registradas en la historia 
de la república colombiana, principalmente porque ha afectado a una población en situa-
ción de vulnerabilidad y, de forma extensiva, ha afectado psicosocialmente a su propia 
población. Corresponde evaluar, por tanto, en el contexto del posacuerdo, las acciones 
ejecutadas por el gobierno nacional de Colombia para responder a esta problemática: los 
tratamientos empleados para atender la población afectada (tanto niños como adultos), las 
acciones del Estado y las políticas públicas promulgadas.

Esta realidad de los menores reclutados se vincula directamente con las acciones 
de la justicia transicional, porque el daño psicológico y físico provocado en ellos requiere 
atención estructural, orgánica y sostenida por parte el Estado. De lo contrario, se amplía 
una situación negativa en un gran porcentaje de la población a futuro, por los rezagos de 
la violencia vivida que se transmite de generación en generación y entre los miembros de 
la sociedad.

Palabras clave: infancia; niño soldado; políticas de Estado; políticas públicas; 
posacuerdo; interés superior del niño; violencia estructural

Introducción

El conflicto interno armado de Colombia tiene raíces profundas, 
colmadas por la violencia ocasionada por los grupos militares al margen de 
la ley —como las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia - Ejército 
del Pueblo (en adelante, FARC-EP)—, grupos que quebrantaron de diversas 
formas los derechos humanos durante décadas (Arango, 1984; Estrada, 
Ripoll y Rodríguez, 2010; Sierra-Zamora, 2018; Fernández-Osorio y Pachón 
Pinzón, 2019).

En este sentido, distintas violaciones a los derechos humanos rodean la 
grave problemática que vivieron los niños, niñas y adolescentes (en adelante, 
NNA) en el conflicto interno armado en Colombia, a raíz del reclutamiento 
forzoso por parte de los grupos armados (Garay Acevedo y Pérez Guecha, 
2018; Cubides Cárdenas et al., 2019). Esta práctica ubica a los NNA en un 
estado de vulnerabilidad y alto riesgo para su desarrollo, crecimiento y diario 
vivir (Sierra-Zamora y Cubides-Cárdenas, 2018).
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En este sentido, los grupos al margen de la ley reclutaron de modo siste-
mático, progresivo, violento y estructural a NNA, y forzaron a las familias 
ubicadas en las zonas más vulnerables del territorio colombiano a entregar a 
sus familiares para hacer parte de los grupos ilegales. Esto implicaba seguir las 
ideologías políticas establecidas en cabeza de personas a las que no les interesa 
el daño causado a las familias (Cifuentes, 2009, pp. 87-106) ni a los menores 
reclutados (Pachón, 2009).

1.	 Un caso similar se registra en el ámbito de la realidad peruana 
cuando Sendero Luminoso empleó “niños terroristas” en 
dos etapas muy marcadas, conforme lo muestra Manuel 
Bermúdez Tapia (2012, pp. 9-10):

2.	 En los años iniciales, Sendero Luminoso reclutaba en forma 
violenta a los NNA, sea porque los capturaba o porque los 
acogía debido a que se había victimado a los padres de dichos 
menores.

En los últimos años, las últimas huestes senderistas (transformadas en 
grupos narcoterroristas) captan a adolescentes para formar parte de la cadena 
productiva del narcotráfico, ya sea en el sembrado de la hoja de coca o en la 
producción de drogas, especialmente en la zona denominada VRAEM (Valle 
de los ríos Apurímac, Ene y Mantaro en Ayacucho).

Una realidad que lamentablemente se reproduce en Colombia y que 
nos obliga a señalar la importancia de evaluar el modo en el cual el gobierno 
nacional ejecutará las acciones correspondientes para atender el caso de los 
“niños soldados” víctimas del reclutamiento forzoso por parte de las FARC-EP.

En este sentido, para el desarrollo de este capítulo se aplicó una metodo-
logía de investigación cualitativa y propositiva (Ruiz Olabuénaga, 2012), con 
el objetivo de demostrar la participación de los NNA como niños soldados 
en las actividades de las FARC-EP durante el conflicto interno armado. El 
interrogante central de la investigación es el siguiente: ¿Cuáles han sido los 
mecanismos de reinserción, integración social, tratamiento psicológico y 
sociofamiliar que ha planificado el Estado colombiano para la atención de los 
NNA identificados como “niños soldados”?
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Para dar respuesta a la pregunta planteada, se parte de tres ejes temá-
ticos. En primera instancia se pretende contextualizar el impacto del conflicto 
armado en los NNA, con el fin de analizar distintos aspectos que afectan nega-
tivamente el desarrollo de este grupo humano como personas, además, de 
mostrar cómo se desarrolló el proceso de reclutamiento por parte de los grupos 
al margen de la ley. En segunda instancia, se hace un ejercicio de derecho 
comparado entre la normatividad internacional y la colombiana respecto a la 
protección de NNA, especialmente, en situaciones de extrema violencia como 
ocurre en un conflicto armado interno de Colombia. En este punto, también 
se plantea evaluar la intervención del “niño soldado” como partícipe en el 
conflicto armado.

En tercer lugar se evalúan las acciones del gobierno nacional para atender 
el daño en los NNA afectados por el conflicto armado interno, en particular, a 
los que han sido considerados como “niños soldados”, porque en un periodo de 
posconflicto desarrollarán acciones que pueden generar situaciones negativas 
para sus propias realidades, así como convertirse en un riesgo potencial para la 
sociedad (razón por la cual el daño psicológico no puede quedar desatendido).

Finalmente se analiza el proceso previo al acuerdo de paz respecto del 
tema de investigación analizado en el presente capítulo. El texto finalmente 
desarrolla elementos conclusivos.

1.	 Impacto del reclutamiento forzoso de NNA en el 
conflicto armado colombiano y su participación 
en acciones punibles

La incorporación de los NNA a las filas de los grupos armados es un fenó-
meno que se ha presentado a lo largo del conflicto armado interno en Colombia 
(Moreno y Díaz, 2016, pp. 193-213). Hasta la fecha, el país presenta el más 
alto índice de reclutamiento de menores (Ramírez, 2010, p. 115) en las filas de 
los grupos al margen de la ley y bandas delincuenciales en términos compara-
tivos a nivel mundial, un elemento que incide en la necesidad de abordar este 
problema social en la etapa posacuerdo. Las razones que nos permiten sostener 
esta afirmación son las siguientes:
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a.	 En el acuerdo de paz se ha estructurado la importancia de atender 
a las víctimas (Fernández-Osorio, 2019) y, por obligación interna-
cional complementaria, es necesario atender a los niños, niñas y 
adolescentes involucrados en este problema social histórico, tanto 
en su calidad de víctimas en cuanto tal, como también como en el 
sentido de que fueron “parte” de las FARC-EP; en ambos casos, su 
intervención no puede ser admitida como voluntaria.

b.	 En el proceso de materialización de una paz duradera, el gobierno 
nacional debe tener en cuenta el contexto de una política de promo-
ción e integración social (Álvarez Calderón y Rodríguez Beltrán, 
2018), en particular, en las zonas geográficas donde el conflicto 
armado ha sido referencial.

c.	 El gobierno nacional debe adoptar una política de Estado para 
atender los casos particulares y especiales de la población vulnerable 
que ha sido partícipe del conflicto armado interno (Castro Torres,  
Casallas Torres y Salgado Torres, 2019), en especial y en forma 
segmentada, para los niños, niñas y adolescentes involucrados como 
“niños soldados”, porque estos, al desarrollarse en una edad adulta, 
pueden provocar problemas sociales estructurales que finalmente 
trasladarán los efectos negativos del conflicto armado interno a una 
posterior etapa de la vida republicana colombiana. 

Lo detallado nos permite sostener la importancia de este punto, en parti-
cular si se analiza el ámbito del problema social en evaluación, en el que es 
posible evidenciar el nivel de incidencia del proceso de reclutamiento de NNA 
en Colombia (figura 1).

La figura 1 muestra la inmensa importancia de atender este problema 
social, especialmente por su incidencia en el territorio, en la población y en 
la administración pública colombiana, lo cual lo convierte en un problema 
estructural de la nación. Así mismo, la figura 1 nos permite evidenciar la 
elevada influencia de los grupos insurgentes en el entorno social, en el desa-
rrollo y crecimiento de los NNA en situaciones de pobreza (Sánchez et al., 
2019) o desplazamiento (Valencia-Agudelo et al., 2019), lo cual se suma a otras 
problemáticas que atañen a esta parte de la población colombiana, situación 
que permite que los NNA adopten en su diario vivir este círculo de violencia.
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Figura 1. Nivel de incidencia del proceso de reclutamiento de NNA en Colombia.
Fuente: (Springer, N., 2012). 

No obstante, los rasgos de la guerra llegan a generar desconfianza por 
parte de los NNA frente a la legitimidad de los derechos humanos y funda-
mentales, los cuales deben ser garantizados por el Estado colombiano, como 
bien lo menciona Cillero:

En ocasiones, la violencia se intenta justificar por motivos culturales, étnicos, 
religiosos, principios morales o de educación. Obligar a un niño o niña a 
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llevar un arma y a matar, forzarle a trabajar en condiciones extremas y peli-
grosas, atentar contra su integridad física y emocional, quitarle la posibilidad 
de expresarse y de elegir, son violaciones graves de los derechos de la infancia. 
(1999, p. 125)

En este mismo sentido, en Colombia el reclutamiento de NNA ha sido 
ilegal, sin importar que haya sido forzoso o voluntario, porque los NNA son 
esencialmente personas “con incapacidad legal autónoma” debido a su propio 
desarrollo humano, social y psicológico, lo cual los convierte en un grupo 
vulnerable. Dada esta situación, los NNA están inmersos en una acción estatal 
que debe ser determinada por el principio del interés superior del niño, prin-
cipio que el Estado colombiano ha desarrollado normativamente en el tiempo, 
tanto en su política exterior como interior. Con esto, el Estado ha ratificado 
las diferentes convenciones internacionales, tratados y resoluciones emitidas 
por las Naciones Unidas sobre la protección de la niñez bajo cualquier estado 
o condición, sin ningún tipo de discriminación de raza o género, mediante la 
aceptación de instrumentos como la Convención sobre los Derechos de los 
Niños (Ruano Domínguez, 2019), el “Protocolo Facultativo de la Convención 
de los Derechos de los Niños relativo a la participación de los niños y niñas 
en los conflictos armados” y los protocolos adicionales a las Convenciones de 
Ginebra, entre otros que hablan de la protección que, como Estado y comu-
nidad, se le debe a la niñez (Martínez & Andrés, 2019).

También al respecto se han pronunciado diferentes entidades estatales 
que han buscado atender a esta población creando e implementando planes 
y programas, como los del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar. Esta 
entidad, mediante resoluciones, conceptos e informes ha dado cuenta de la 
realidad de los menores víctimas del conflicto. De esta preocupación también 
ha hecho eco, entre otras, la Unicef:

Los grupos alzados en armas han argumentado acatar solamente las normas 
relativas al Derecho Internacional Humanitario, por lo que aducen poder 
reclutar niños y niñas entre los 15 y 18 años, en contra de la reserva elevada 
por Colombia sobre la Convención Internacional sobre los Derechos del 
Niño, y en detrimento de los derechos humanos de la niñez colombiana. 
(2017, pp. 2-43)
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Según el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, el conflicto armado 
interno ha provocado estadísticas referenciales, en las que más del 57 % de los 
reclutados han sido a menores, con edades entre los 7 y los 18 años, que, hasta 
la fecha, registraron ingreso a las filas de los grupos armados, pero no se han 
desmovilizado en su totalidad (Sánchez et al., 2019, pp. 1-19).

Como elemento complementario y derivado, también es necesario 
indicar que una de las principales razones de la vinculación de los NNA en las 
acciones de los grupos insurgentes es que los menores han procurado escapar 
de situaciones de violencia intrafamiliar en su propia realidad sociofamiliar 
(Quesada et al., 2019, pp. 30-42). En este punto, también es posible hacer 
referencia a otros factores amplios y especiales que han provocado la partici-
pación de NNA en los grupos insurgentes: la deserción escolar (De la Cruz 
Orozco y Rubio, 2019), el abuso sexual (Gutiérrez López y Lefèvre, 2019), 
el abandono de menores (Medina et al., 2019), el maltrato infantil por un 
adulto o figura de autoridad (Duque et al., 2019) y problemáticas territoriales 
económicas (Pérez, 2005). 

Tomando en cuenta esta realidad, debemos hacer un análisis de lo expre-
sado en la Ley 1448 de 2011:

Artículo 190. Niños, niñas y adolescentes víctimas del reclutamiento ilícito: 
Todos los niños, niñas y adolescentes víctimas del reclutamiento, tendrán 
derecho a la reparación integral en los términos de la presente ley. Los niños, 
niñas y adolescentes víctimas del delito de reclutamiento ilícito podrán 
reclamar la reparación del daño, de acuerdo con la prescripción del delito 
consagrada en el artículo 83 del Código Penal. La restitución de los derechos 
de los niños, niñas y adolescentes estará a cargo del Instituto Colombiano 
de Bienestar Familiar. Una vez los niños, niñas y adolescentes cumplan la 
mayoría de edad, podrán ingresar al proceso de reintegración social y econó-
mica que lidera la Alta Consejería para la Reintegración Social y Económica 
de Personas y Grupos Alzados en Armas, siempre que cuenten con la certifi-
cación de desvinculación de un grupo armado organizado al margen de la ley 
expedida por el Comité Operativo para la Dejación de las Armas.

No cabe duda, entonces, de que la Ley 1448 de 2011 verificó y analizó 
todos y cada uno de los factores que conducen a que los NNA sean utilizados 
en el país como instrumentos de la guerra, y de que, hasta la fecha, aún no 
se puede establecer la terminación total del conflicto armado en Colombia 
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(Cubides-Cárdenas et al., 2017). En este mismo escenario, es necesario tener 
en cuenta que los NNA han estado vinculados a la guerra y a los conflictos 
armados desde tiempos anteriores al conflicto armado interno, cumpliendo 
labores criminales como asesinar, robar y extorsionar, entre otros actos ilícitos 
(Montenegro-Trujillo y Posada, 1994), dentro de las organizaciones ilegales 
que los han convertido en víctimas activas y pasivas (Alvarado et al., 2001, pp. 
187-199).

Por otro lado, los NNA que han sido extraídos de sus familias e inte-
grados a las filas de los grupos armados ilegales o bandas criminales han estado 
obligados a llevar sobre sus hombros el peso del conflicto interno armado, 
viviendo con temor, con problemas psicológicos y sociofamiliares y, además, 
obligados a guardar silencio (Güémez, et al., 2019).

1.1	 Los derechos humanos violados a NNA en el conflicto armado

Todos los NNA, en cualquier circunstancia, resultan ser víctimas del 
conflicto armado y demandan del Estado la obligación de garantizar su protec-
ción (Nogueira, 1999), de acuerdo con el mandato del artículo 397 de la 
Convención Internacional sobre los Derechos del Niño (Sierra-Zamora et al., 
2018). Esta obligación resulta especial, por cuanto los derechos de los NNA 
han sido vulnerados antes de su vinculación en los grupos al margen de la ley y 
durante esta. En efecto, la protección por parte de las autoridades competentes 
del Estado debe ir más allá de la desvinculación de los NNA en actos ilícitos 
(Cubides-Cárdenas et al., 2019).

Del mismo modo, la actividad de protección por parte del Estado debe 
ser eficaz, a fin de establecer mecanismos que aseguren a estos NNA que sus 
derechos se apliquen de manera preferente en todo el territorio (Ramelli, 
2003). Además, su desarrollo armónico e integral debe ser afectado mínima-
mente (Cubides-Cárdenas, Sierra-Zamora, y Azuero, 2018, pp. 11-24). 

No obstante, es necesario emprender acciones para la recuperación de 
estos NNA incorporados a las filas de los grupos armados ilegales, sobre todo, 
si se tiene en cuenta que ellos y ellas han sido arrancados del mundo infantil 
al que pertenecen y colocados en un espacio adulto que les ha impedido un 
desarrollo adecuado (Cubides-Cárdenas, Suárez y Sierra-Zamora, 2018, pp. 
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164-188). Esto significa que tanto el Estado como la sociedad deben velar por 
el restablecimiento pleno de sus derechos.

Además, a los NNA reclutados y relacionados con el conflicto armado 
la vida les cambia por completo, la violencia a la que se ven sometidos diaria-
mente dificulta su desarrollo armónico e integral. Es importante precisar que, 
si bien el conflicto armado se desarrolla principalmente en las zonas rurales del 
país, no se puede subvalorar la presencia de grupos al margen de la ley y sus 
efectos para toda la población en general. 

Es evidente, entonces, que los derechos amenazados y vulnerados son 
la vida, la integridad personal, la salud, la educación, la recreación, tener una 
familia, al nombre, a una alimentación equilibrada y a la libertad. Además de 
los señalados, los menores pierden su derecho a ser protegidos contra toda 
forma de abandono, violencia física, explotación económica y desempeño de 
trabajos riesgosos (Cubides-Cárdenas et al., 2017, pp. 256-283).

En efecto, las condiciones sociales, económicas, culturales y familiares 
de la infancia colombiana están en alto riesgo cuando hay probabilidad de su 
vinculación a organizaciones armadas (Romero Sánchez et al., 2015; Quintero 
Cordero, 2020). Todo esto implica que el Estado colombiano está en la obli-
gación de proferir políticas públicas de infancia, encaminadas a garantizar los 
derechos de estos NNA.

El Estado debe garantizar la protección de los NNA independientemente 
de la condición de su desvinculación, dado que han sido otras víctimas más 
del conflicto armado y su utilización y manipulación para los objetivos de 
los grupos armados ha sido clara (Imbeault, 2018). Dada la violación de sus 
derechos cabe resaltar que los NNA vinculados y desvinculados de los grupos 
armados al margen de la ley son víctimas del conflicto armado (Cubides-
Cárdenas, Vivas, y Sierra-Zamora, 2018).

2.	 Normatividad internacional, derecho 
comparado y normatividad colombiana frente             
a la protección de NNA en el conflicto armado

Los tratados internacionales ratificados y aceptados en la Constitución 
Política de 1991 abren paso a la supremacía internacional que tienen los 
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derechos humanos, inalienables en todas las personas (Constitución Política 
de Colombia, 1991, art. 93). De acuerdo con esto, el derecho internacional 
humanitario aplicable a las guerras civiles prohíbe a los combatientes reclutar a 
niños menores de 18 años o permitirles que participen en combates con el uso 
de las armas de fuego; pero, en realidad, los NNA colombianos están atados a 
participar en ejecuciones, torturas, asesinatos y otros ataques contra la pobla-
ción (Sierra-Zamora y Jiménez-Barrera, 2019, pp. 1-14), además de secues-
tros y empleo de armamento indiscriminado, todo lo cual provoca inevitables 
problemáticas que, para la regulación del Estado, sobrepasa los límites de lega-
lidad y abre paso a graves violaciones del derecho internacional humanitario.

Con relación a lo anterior, la ratificación mediante la Ley 12 de 1991 de 
la Convención sobre los Derechos del Niño establece estrictamente que los 
NNA son sujetos plenos de derecho, por lo cual el Estado debe garantizar el 
uso cabal de sus derechos dentro del territorio, en comparación con el vigente 
Decreto 2737 de 1989 (Código Colombiano del Menor), el cual actualmente 
no reconoce la condición de vulnerabilidad para las víctimas de reclutamiento 
y los menores que participan en los grupos al margen de la ley.

Por otro lado, la Ley 704 de 2001, que ratificó el Convenio 182 de la 
Organización Internacional del Trabajo, prohíbe el trabajo infantil forzoso, 
abarcando el reclutamiento forzado con fines de cumplimiento de tareas 
sexuales obligadas, y establece la obligación por parte de los Estados reformar 
y tomar acciones de efecto inmediato para erradicar y prohibir que los NNA 
sean utilizados con fines ilícitos.

A pesar de esto, y como se ha mencionado anteriormente, los fines que 
cumplen dentro de estos grupos los NNA son contrarios a lo que dictamina la 
ley, por ello se entiende que hace falta rigidez dentro de las regulaciones legales 
emitidas y practicadas por parte del Estado colombiano.

También la Resolución 1379 de 2001, emanada por el Consejo de 
Seguridad de las Naciones Unidas, adopta la protección rigurosa de los dere-
chos del niño y aporta la máxima reglamentación en los conflictos armados 
para la protección de los derechos fundamentales de los NNA (lo cual incluye 
problemáticas como el reclutamiento).

En consecuencia, se entiende que el Estado colombiano no ha cumplido 
en su totalidad las regulaciones internacionales a las que se ha acogido, ya que 
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dentro del posacuerdo aún se evidencian problemáticas de violación a los dere-
chos humanos y reclutamiento de menores de edad, por la falta de rigurosidad 
gubernamental del Estado.

2.1	 La evaluación de la responsabilidad penal de los NNA                 
en Colombia

El Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes se define como el 
conjunto de principios, normas, procedimientos, autoridades judiciales espe-
cializadas y entes administrativos que rigen o intervienen en la investigación y 
juzgamiento de delitos cometidos por NNA (Solano et al., 2019). 

Teniendo en cuenta el derecho comparado anteriormente establecido, la 
responsabilidad penal del menor, en forma excepcional, puede ser apta frente 
los actos ilícitos cometidos dentro de los grupos al margen de la ley, teniendo 
en cuenta el trato jurídico procesal adecuado a su condición de acuerdo con 
los principios de diferenciación y de especificidad (Bermúdez, 2019, p. 10). Esta 
referencia se aplica excepcionalmente y de modo especial, porque, en líneas 
generales, toda persona menor de edad, de conformidad con la legislación 
nacional, debe ser evaluada en forma particular y diferenciada por el propio 
Estado. En este sentido:

Con la Constitución de 1991 se trajo el término de protección integral de la 
niñez y en su artículo 44 se establecen los derechos fundamentales de los niños 
donde también se recogen las situaciones de riesgo del Código del Menor y se 
establece que la familia, la sociedad y el Estado tienen la obligación de velar 
por la protección de los derechos de los niños, niñas y adolescentes. (Jamardo 
Lorenzo, 2019)

En lo concerniente a la protección de los derechos de los NNA a través de 
los mecanismos de protección del Estado colombiano, también se han creado 
normas administrativas para la regulación del comportamiento, que ayudan a 
prevenir el uso de los menores para fines militares y su posible reclutamiento.

En Colombia, los NNA que cometen actos ilícitos son considerados, 
dentro de la ley penal, como delincuentes responsables de sus actos de acuerdo 
con las circunstancias en las cuales se haya presentado el delito; en este sentido, 
el Estado está obligado a tomar medidas judiciales y administrativas con el fin 
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de regular y legislar las distintas condiciones en las que se pueden presentar 
delitos por parte de los NNA. Dichas medidas no suelen obedecer a un 
enfoque punitivo, sino de protección, educación, desvinculación de los NNA 
de los grupos al margen de la ley y resocialización.

Así, de acuerdo con la Ley 1448 del 2011 (art. 3, titulado “Víctimas”): 

Se consideran víctimas para los efectos de esta ley, a aquellas personas que 
individual o colectivamente hayan sufrido un daño por hechos, como conse-
cuencia de infracciones al derecho internacional humanitario o violaciones 
graves y manifiestas a las normas internacionales de derechos humanos, 
ocurridas con ocasión del conflicto armado interno.
Parágrafo 2: Los miembros de los grupos armados organizados al margen de 
la ley no serán considerados víctimas salvo en los casos en que los niños, niñas 
o adolescentes hubieren sido desvinculados del grupo armado organizado al 
margen de la ley siendo menores de edad.

Por tanto, la citada ley excluye la gravedad de reclutamiento forzado de 
los NNA en calidad de víctimas, además, se encuentra la contrariedad frente 
a los principios de igualdad y protección internacional de los NNA anterior-
mente mencionados, ya que cuando se sobrepasa el límite de la minoría de 
edad cambian las circunstancias de protección de los NNA dentro del conflicto 
armado por parte del Estado.

No obstante, en Colombia, el enfoque del derecho penal sobre la acción del 
menor que hubiere provocado una acción punible en el conflicto armado sugiere 
que estas infracciones deben ser evaluadas de manera individual, teniendo en 
cuenta aspectos como el menor nivel cultural, el entorno social, la edad, el desa-
rrollo psicológico y las circunstancias personales. También deberá establecerse 
el grado de responsabilidad que se le atribuye a quien, además de reclutarlos, 
imparten las órdenes para la comisión de los delitos, teniendo en cuenta que los 
menores siempre están bajo amenazas de ejecución o de castigos físicos.

El menor como responsable de infracciones penales, según el artículo 40 
de la Convención sobre los Derechos del Niño dispone: 

Los Estados Parte, reconocen el derecho de todo niño de quien se alegue que 
ha infringido las leyes penales o a quien se acuse o declare culpable de haber 
infringido esas leyes a ser tratado de manera acorde con el fomento de su 
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sentido de la dignidad y el valor, que fortalezca el respeto del niño por los dere-
chos humanos y las libertades fundamentales de terceros y en la que se tengan 
en cuenta la edad del niño y la importancia de promover la reintegración del 
niño y de que éste asuma una función constructiva en la sociedad. (Unicef, 
2006, p. 27)

Teniendo en cuenta la rigidez del derecho penal colombiano y el respeto 
de las garantías que rodean el juzgamiento de menores transgresores, así como 
se deben tutelar y proteger los derechos de los niños, niñas y adolescentes por 
su condición de víctimas de la violencia, en los procesos de responsabilidad 
penal también deben intervenir las autoridades judiciales competentes. Para la 
ONU, por ejemplo, es fundamental incluir asesores de protección de menores 
para cada una de las misiones que conlleven el mantenimiento de la paz.

De acuerdo con la Ley 1098 del 2006 (Ley de Infancia y Adolescencia), 
en lo que respecta a las consecuencias de los actos delictivos de los menores de 
18 años, es acertado usar el concepto de inimputabilidad, en lugar del de titula-
ridad de derechos, como consecuencia de una responsabilidad penal disminuida 
en comparación con la de los adultos. Esto quiere decir que entre los 14 y los 
18 años, son responsables penalmente por los delitos cometidos, aunque el 
tratamiento por dichos actos tiene una dimensión “pedagógica, específica y 
diferenciada”.

En este mismo sentido, el artículo 139 de la Ley 1098 de 2006 afirma:

El sistema de responsabilidad penal para adolescentes es el conjunto de prin-
cipios, normas, procedimientos, autoridades judiciales especializadas y entes 
administrativos que rigen o intervienen en la investigación y juzgamiento de 
delitos cometidos por personas que tengan entre catorce (14) y dieciocho (18) 
años al momento de cometer el hecho punible.

De esta manera, el artículo antes citado nos indica que los NNA no 
son sancionados penalmente, debido a que se les debe preservar sus garantías 
procesales. Uno de los objetivos del sistema de responsabilidad penal para los 
adolescentes debe apuntar a consagrar los derechos fundamentales del menor y 
a determinar las medidas que se deben implementar para garantizar el cumpli-
miento de estos en situaciones irregulares.

Para finalizar, cabe resaltar que la Constitución Política de Colombia 
(1991) no se refiere específicamente al tema de la responsabilidad de los menores 
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de edad. Sin embargo, el derecho internacional, los derechos humanos, la ley 
colombiana, la jurisprudencia, la Corte Constitucional y la doctrina coinciden 
en asegurar que, si los menores comenten conductas violatorias de la ley penal, 
son responsables frente al Estado y la sociedad, y se deben instaurar medidas 
judiciales apropiadas a su naturaleza, orientadas a la protección, educación y 
resocialización del menor.

3.	 Desmovilización y reintegración social de los 
NNA en Colombia

La desmovilización y reintegración social de los NNA que viven en situa-
ciones de conflicto por reclutamiento forzoso es una problemática de trata-
miento complejo y de largo plazo para el Estado colombiano. Cabe resaltar 
que las negociaciones dentro del Acuerdo Final para la Paz no se han cumplido 
en su totalidad (Jaramillo, 2014; Torrijos Rivera y Abella Osorio, 2018). En 
efecto, la eficacia dentro de las negociaciones para la liberación y separación 
total y física de los NNA de los grupos armados no se ha cumplido hasta la 
fecha por parte de los grupos al margen de la ley.

No obstante, la implementación de mecanismos estratégicos para la 
desmovilización deberá focalizarse principalmente en las causas directas que 
originan los actos ilícitos por parte de los grupos al margen de la ley (Giraldo 
Chaparro, 2019). Además, se propone un plan estratégico para que esta proble-
mática no se repita: en primera instancia, se establecerían los puntos de riesgo 
a nivel geográfico y las situaciones en las que la seguridad y defensa nacional 
es insuficiente por parte de las Fuerzas Armadas (Peña Chivatá, Sierra Zamora 
y Hoyos Rojas, 2019). La ausencia de Estado evidentemente genera falta de 
educación, necesidades económicas, violencia intrafamiliar, participación en 
combates y emboscadas militares, entre otras.

En segunda instancia, es necesario identificar plenamente a los actores de 
los grupos armados ilegales que se aprovechan de las deficiencias de seguridad 
y defensa nacional para vulnerar los derechos fundamentales de los NNA, 
como su crecimiento y desarrollo libre del ámbito de la violencia. Asimismo, 
se propone brindar más oportunidades adecuadas a los NNA desvinculados 
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sobre todos y cada uno de sus derechos, esto es, oportunidades de socializa-
ción, de educación y de tener una familia, entre otros (Maldonado Fuentes, 
2014, pp. 209-233).

Como bien se establece en los programas de desarme de las naciones 
unidas (Oficina del Alto Comisionado para la Paz, 2016), los problemas vincu-
lados a la reintegración a más largo plazo de los niños de comunidades afectadas 
por la guerra (para lograr las mejores prácticas en este sentido) indican que es 
preciso tener una comprensión cabal de la integración. Todos los programas de 
reintegración deben respetar los Principios de París, formulados para orientar 
a los asociados en la labor de protección sobre el terreno. Para obtener los 
mejores resultados, es necesario tener en cuenta los principios de la elaboración 
de programas inclusivos con base en la comunidad y dirigir esos programas a 
todos los niños de la comunidad para no estigmatizar a los menores-soldados. 
Se deben tomar como fundamento los atributos de los niños, especialmente, 
su capacidad de recuperación. Además, en este proceso es necesario contar con 
la opinión de los niños y los jóvenes. 

También deberá abordarse explícitamente la situación especial de las 
niñas. Para todo ello, sería preciso evitar una visión idealista de la comunidad 
y tomar conciencia de que muchos niños pueden ser excluidos (como las niñas 
en las sociedades conservadoras, los niños de las zonas urbanas y otros niños 
vulnerables). Es importante elaborar un programa especial para todos ellos. La 
educación y el empleo de los jóvenes siguen siendo elementos clave, tanto en la 
prevención del reclutamiento como en la reintegración sostenible de los niños 
a sus sociedades.

También es importante que el Estado colombiano y sus comunidades que 
realizan las donaciones para estos efectos tengan conocimiento de las necesidades 
especiales que ellos tienen, y que dichos recursos sean recibidos de manera opor-
tuna, completa y sostenida para poder realizar su labor con mayor eficacia.

A esto se le suma que la etapa de reunificación debe ir más allá de lo 
personal en el acompañamiento de las familias. La reunificación debe contem-
plar el aspecto espiritual, es decir, abordar el sentimiento de alienación, culpa 
o enojo que pueden sentir los NNA con sus familias, a las que pueden acusar 
de no haberlos protegido.
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Finalmente, el programa de reintegración debe tener en cuenta los 
problemas que pueden surgir en relación con la disposición de la comunidad 
para aceptar el regreso de sus niños si estos han cometido atrocidades en sus 
propias comunidades o familias.

4.	 El posacuerdo colombiano y el desarrollo de 
una política de Estado a favor de los NNA 
involucrados en el conflicto

El Acuerdo Final para la Paz en Colombia ha sido uno de los temas más 
polémicos en los últimos tiempos para la erradicación del conflicto armado 
interno y sus problemáticas (Cabrera Cabrera y Corcione Nieto, 2018; 
Cardona Londoño, 2019), ya que el conflicto en Colombia ha dejado incal-
culables cifras de víctimas, muertes y desapariciones que han generado proble-
máticas en la actualidad: existe un incontable número de vulneraciones a los 
derechos humanos de la población civil y a los NNA, estos últimos, víctimas 
de la parte activa y pasiva del conflicto (Avendaño et al., 2019).

El conflicto armado colombiano es una de las historias más infaustas 
padecida por una cantidad enorme de personas (NNA, adultos y adultos 
mayores) y de grupos étnicos que han sido víctimas de abusos de diferente 
índole (Cubides-Cárdenas y Sierra-Zamora, 2018). Como lo establece el 
Acuerdo Final para la Paz (Oficina del Alto Comisionado para la Paz, 2016):

Son millones los colombianos y colombianas víctimas de desplazamiento 
forzado, cientos de miles los muertos, decenas de miles los desaparecidos 
de toda índole, sin olvidar el amplio número de poblaciones que han sido 
afectadas de una u otra manera a lo largo y ancho del territorio, incluyendo 
mujeres, niños, niñas y adolescentes, comunidades campesinas, indígenas, 
afrocolombianas, negras, palenqueras, raizales y ROM, partidos políticos, 
movimientos sociales y sindicales, gremios económicos, entre otros. No 
queremos que haya una víctima más en Colombia. (p. 6)

Se entiende que el conflicto armado ha dejado diversas víctimas, además 
de la destrucción del campo colombiano, que es uno de los recursos naturales 
más importantes para Colombia. Ninguna parte del país se ha escapado de 
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las consecuencias del conflicto (Jaramillo-Osorio, et al., 2019): comunidades 
indígenas aniquiladas, familias afrodescendientes y campesinos expulsados de 
sus hogares, mujeres violadas, niños y niñas huérfanos, innumerables derechos 
humanos y fundamentales violados (Guzmán, 2019). 

Ante la gravedad de los hechos, Juan Manuel Santos expresidente colom-
biano, logra firmar el Acuerdo Final para la Paz en el 2016 con uno de los 
grupos que habitan el territorio colombiano, las FARC-EP, el cual contiene 
diferentes puntos, comprometiendo al Estado colombiano, para lograr reparar 
a las víctimas y poder recuperar los recursos naturales del campo, además, 
garantizando la no repetición del conflicto (Cubides-Cárdenas, Vivas, y Sierra-
Zamora, 2018).

El Acuerdo Final para la Paz es una oportunidad histórica que supone 
un paso importante en la erradicación de las situaciones violentas que fueron 
causa y consecuencia de la confrontación armada durante décadas. Dentro de 
los seis puntos del Acuerdo Final para la Paz se estipulan referencias directas a 
la garantía y el respeto de los derechos humanos, con un enfoque transversal 
que debe guiar su implementación (Castellanos-García, 2019). 

Además, el Estado colombiano tiene el compromiso con el respeto y la 
garantía de los derechos humanos, se definen mandatos concretos para ello 
como el mejor camino hacia la no repetición de las vulneraciones, por ejemplo, 
lo estipulado en el punto uno:

“Reforma Rural Integral”, que contribuirá a la transformación estructural del 
campo, cerrando las brechas entre el campo y la ciudad y creando condiciones 
de bienestar y buen vivir para la población rural. La “Reforma Rural Integral” 
debe integrar las regiones, contribuir a erradicar la pobreza, promover la 
igualdad y asegurar el pleno disfrute de los derechos de la ciudadanía. (Oficina 
del Alto Comisionado para la Paz, 2016, p. 7)

El punto citado reconoce los territorios afectados por el conflicto y la 
necesidad de transformar la ruralidad como aporte indispensable en la cons-
trucción de la paz. Se contempla la creación de un fondo de tierras para 
campesinos que no dispongan de tierra suficiente y la formalización de la 
propiedad para aquellos que sí la tengan, pero no que no cuentan con escri-
turas (García, 2015).
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Téngase presente también lo estipulado en el punto dos:

Participación política: “Apertura democrática para construir la paz”. La cons-
trucción y consolidación de la paz, en el marco del fin del conflicto, requiere 
de una ampliación democrática que permita que surjan nuevas fuerzas en el 
escenario político para enriquecer el debate y la deliberación alrededor de los 
grandes problemas nacionales y, de esa manera, fortalecer el pluralismo y por 
tanto la representación de las diferentes visiones e intereses de la sociedad, con 
las debidas garantías para la participación y la inclusión política. (Oficina del 
Alto Comisionado para la Paz, 2016, p. 7)

En este segundo punto, relativo al pluralismo y la ampliación de la demo-
cracia, se reconoce el rol fundamental del derecho de participación política de 
las víctimas, entendido como la posibilidad de elegir y ser elegido, así como el 
respeto a la oposición, para construir una democracia sólida. Pero también, al 
contar con diversas voces, se alienta el derecho a la libertad de expresión y a la 
información a través de medios de comunicación de tipo comunitario, insti-
tucional y regional, que beneficiarán tanto a las organizaciones y movimientos 
sociales como a la ciudadanía en general.

Sin embargo, los cientos de personas y niños reclutados por los grupos 
guerrilleros cada año, así como las víctimas de desapariciones forzadas a manos 
de los grupos paramilitares no han disminuido en los tiempos del posacuerdo. 
Las cifras crecientes de personas ejecutadas extrajudicialmente; los menores, 
algunos de ellos de tan sólo 12 años, reclutados por los grupos paramilitares y la 
guerrilla; las personas muertas o mutiladas por las minas terrestres antipersonal 
de las guerrillas; las mujeres violadas por todas partes en el conflicto (Ramírez, 
2009); los defensores y defensoras de los derechos humanos, activistas sociales 
y dirigentes comunitarios amenazados y asesinados principalmente a manos de 
los paramilitares; y las víctimas de los ataques con bomba en las áreas urbanas, 
muchos de los cuales se han atribuido a las disidencias de las FARC- EP, están 
aún lejos de disminuir  (Moreno y Díaz, 2016).

Además, dentro del proceso de paz y de desmovilización, la búsqueda de 
la verdad (Roldán-Valencia, 2007, p. 41) y la búsqueda de legitimidad de la 
justicia (Corcione Nieto et al., 2019), entraña dificultades significativas, como 
las que se mencionaron anteriormente. Pero para que ese proceso obtenga un 
éxito real y no un éxito superficial, a corto plazo se deben incluir en su centro 
los derechos humanos que se le violaron a las víctimas. 
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Del mismo modo, el gobierno colombiano afirma en los medios de 
comunicación dominantes que los grupos paramilitares ya no están activos 
(Bello-Montes, 2009) y que toda la violencia que se produzca debe atribuirse 
a las bandas criminales implicadas en el narcotráfico. Pero realmente de esto se 
trata el posacuerdo, de que las violaciones y las problemáticas que se han venido 
mencionando prosiguen su curso. A pesar de las afirmaciones del gobierno 
de que se trata simplemente de bandas criminales, los indicios sugieren que 
las víctimas de esos grupos son los mismos activistas de derechos humanos, 
sindicalistas y líderes comunitarios que antes sufrían los ataques de los grupos 
paramilitares, los cuales se han convertido en bandas criminales dedicadas al 
narcotráfico (García-Ruiz, 2017). Además, es cierto que parte de la violencia 
está claramente relacionada con disputas entre estos grupos al margen de la ley.

Para finalizar, al afirmar que los paramilitares han dejado las armas y que 
ha cesado el reclutamiento de NNA, el gobierno también está desmejorando la 
aplicación efectiva del derecho internacional humanitario, pues estas y muchas 
otras actividades ilícitas se siguen realizando. Se torna difícil para el Estado 
justificar la aplicación del derecho internacional humanitario con el fin de 
cumplir los puntos del Acuerdo Final para la Paz arriba mencionados, ya que 
este solo es aplicable en el contexto de un conflicto armado. Por esa razón, se 
contribuye a profundizar aún más en la protección de las personas colombianas 
que siguen siendo víctimas de estos grupos, sufriendo abusos y violaciones a los 
derechos humanos y del derecho internacional humanitario.

Sin embargo, el proceso de paz involucra mucho más que un acuerdo 
para la reconciliación, por cuanto exige al gobierno nacional y a toda la admi-
nistración pública colombiana el desarrollo de una política de Estado determi-
nada por el ámbito constitucional, en mérito a la importancia de cumplir los 
tratados internacionales, en particular, los que atañen a la tutela de derechos 
humanos e involucran la protección de NNA.

Sobre esta base, las políticas públicas deberán ser transversales, orgánicas 
y sostenibles en el tiempo y deberán atender a una población que no será 
estática en el tiempo, debido a la propia madurez de los NNA. En función 
de esta referencia, Bermúdez-Tapia señala que no tomar en cuenta el severo 
contexto negativo del conflicto armado interno puede incidir en la violencia 
social, como ocurre en el Perú en la actualidad (2019 a, p. 410).
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Conclusiones

La población infantil (NNA) ha sido utilizada en los conflictos armados 
a lo largo de la historia, y Colombia no es ajena esta problemática. El pano-
rama de las secuelas de la guerra para este grupo indefenso es nefasto, puesto 
que ellos representan el futuro y las siguientes generaciones del país. Por esta 
razón, no se puede esperar que, en tiempos futuros, las generaciones puedan 
aportar un desarrollo apto a la población, ya que las vivencias en el desarrollo 
del conflicto solamente conllevarán conflictos mayores, que imponen enfilar 
esfuerzos que impidan tanto la proliferación del fenómeno del reclutamiento 
ilícito como las consecuencias del daño causado (Cabrera Cabrera et al., 2018).

No obstante, el Estado colombiano ha buscado mecanismos para 
combatir esta problemática y ha creado frentes que paulatinamente vienen 
obligando a la población a asumir una posición activa en pro de la defensa los 
NNA. Corresponde, por tanto, a todas las instituciones gubernamentales y 
no gubernamentales participar en el proceso de reinserción social, económica, 
cultural, educativa, psicológica, jurídica y de salud a los NNA, abarcando al 
máximo sus necesidades. Es necesario, en consecuencia, que el Estado vele 
por sus derechos fundamentales, para lo cual es necesario reubicarlos en un 
entorno propicio, sin violencia, con miras a contar más adelante con ciuda-
danos aptos para gozar de un Estado social de derecho (Puig, 1982).

En ese sentido, la solución del Estado no podrá ser castigar a quien no 
ha protegido de manera adecuada, por el contrario, su responsabilidad es 
proporcionar los mecanismos de solución para el restablecimiento de derechos 
y la continuación de un proceso de reintegración social de los NNA víctimas 
directas del conflicto armado.

Las políticas públicas del Estado colombiano están encaminadas a evitar 
el reclutamiento de NNA porque se afectan los derechos humanos de estos, 
cuyo impacto en el territorio nacional debe sentirse, con el fin de acudir a 
mecanismos preventivos y no a mecanismos de solución. 

En este orden de ideas, en respuesta de la pregunta de investigación, se 
entiende que dentro del desarrollo de los diálogos de paz resulta de crucial 
importancia la aplicación del principio de interés superior de los niños, niñas 
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y adolescentes para, a partir de allí, edificar un acuerdo que implique finalizar 
de una vez por todas la práctica de su reclutamiento. Esta es la oportunidad 
propicia para acabar con ese flagelo de raíz, con lo cual se abre de inmediato la 
posibilidad de orientar todos los programas a la rehabilitación de las víctimas 
que hasta ahora deja el conflicto como consecuencia de la comisión del delito 
de reclutamiento ilícito de NNA. Sin lugar a duda, ello redundaría en bene-
ficios para el presente y el futuro del país, tras el restablecimiento del núcleo 
familiar que compone la base de la sociedad.
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